Sentencia 101/2006, de 30 de marzo, en relación con la Ley del País Vasco 3/1998, de 27 de febrero, general de protección del medio ambiente del País Vasco (publicada en el B.O.E. de 4.5.2006).

a)
Antecedentes
-
Promotor del recurso: Estado (nº 2870/1998).
-
Norma impugnada: Ley del País Vasco 3/1998, de 27 de febrero, general de protección del medio ambiente del País Vasco.
-
Extensión de la impugnación: Artículos 44.1, 47.1, 4, 6 y 8, 48, 52.2, 53.2 y el Anexo I, B) de la Ley

-
Motivación del recurso: Los preceptos impugnados regulan aspectos diversos de la declaración de impacto ambiental a que deben someterse determinadas obras y actividades. El motivo de la impugnación se fundamenta en que algunos de dichos preceptos (arts. 41.1 y 47.1) atribuyen la competencia para la emisión de la aludida declaración al órgano ambiental de la Comunidad Autónoma del País Vasco y, en cuanto a los restantes artículos impugnados, se consideran inconstitucionales al atribuir a la Comunidad Autónoma facultades relacionadas con la declaración de impacto ambiental.

b)
Comentario-resumen

1. En concreto han sido objeto de impugnación los proyectos de obras y actuaciones contemplados en el apartado B) del Anexo I de la Ley (art. 47.1), “en cuanto se refiere a obras o actividades de competencia estatal”, poniendo de manifiesto el Tribunal la relación existente entre estas actividades y las que se recogen en el Anexo del Real Decreto Legislativo 1302/1986, desarrollado, a su vez, por el Anexo II del Real Decreto 1131/1988, que fue objeto de enjuiciamiento en la STC 13/1998. “En suma, rechaza el Estado que sea ‘el órgano ambiental de la Comunidad Autónoma’ (arts. 44.1 y 47.1), el que emita la declaración de impacto ambiental y asuma también las restantes facultades complementarias y accesorias a dicha declaración en cuanto se refiere a obras o actividades de competencia estatal”.
Destaca también la sentencia, “la relevancia que tiene la determinación del órgano ambiental competente (en la Ley impugnada, art. 44.1, el autonómico) para emitir la declaración de impacto ambiental en el seno del procedimiento de realización de las obras o actuaciones que se regulan en la Ley vasca 3/1998, pues dicha evaluación ‘tendrá efectos vinculantes en lo relativo a las medidas y condiciones para la ejecución de los proyectos contemplados en el apartado B) del Anexo I, así como respecto a la imposibilidad de su ejecución como consecuencia de una declaración desfavorable’ (art. 47.2), estando previsto que las discrepancias entre el órgano materialmente competente y el órgano autonómico competente para la formulación de la declaración de impacto ‘serán resueltas por el Gobierno de la Comunidad Autónoma o en su caso por la Diputación Foral correspondiente’ (art. 48)”.

Asimismo, aprecia la coincidencia de la cuestión debatida con el conflicto resuelto por la STC 13/1998, con el actual recurso de inconstitucionalidad, discutiéndose en ambos casos “cuál haya de ser el órgano ambiental competente, estatal o autonómico, para emitir la declaración de impacto en el supuesto de obras y actividades [las recogidas en el Anexo I, B) de la Ley vasca] que sean de la competencia estatal, toda vez que el texto del Anexo impugnado no permite distinguir entre este tipo de obras y actuaciones y las que sean de la competencia sustantiva de la Comunidad Autónoma vasca”.
2.
Al objeto de enjuiciar el presente recurso de inconstitucionalidad recuerda el Tribunal los criterios contenidos en la citada sentencia ya recogidos por la legislación, en la que se señala que “-1. El Ministerio de Medio Ambiente será órgano ambiental en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración General del Estado.- 2. Cuando se trate de proyectos distintos a los señalados en el apartado 1, será órgano ambiental el que determine cada Comunidad Autónoma en su respectivo ámbito territorial.- 3. Cuando corresponda a la Administración General del Estado formular la declaración de impacto ambiental, será consultado preceptivamente el órgano ambiental de la Comunidad Autónoma en donde se ubique territorialmente el proyecto”.

Por otra parte, señala también que, “‘el reparto competencial en esta materia –art. 11.1 a) EAPV y art. 149.1.23 CE- sólo resulta determinante respecto a aquellas intervenciones administrativas cuya razón de ser consiste en la protección del medio ambiente: es decir, cuando el acto administrativo tiene como finalidad y efecto la preservación y la restauración del ambiente afectado por la actividad intervenida, como es el caso de la autorización de actividades calificadas. Pero cuando la Administración General del Estado ejerce sus competencias exclusivas en 8 distintos ámbitos materiales, como son administración de justicia, aeropuertos y puestos, ferrocarriles, aguas continentales, instalaciones eléctricas, obras públicas de interés general, minas y energía, patrimonio cultural y seguridad pública, hay que atenerse a la distribución de competencias que efectúan los Estatutos de Autonomía en el marco del art. 149 CE (y singularmente, de los números 4, 20, 21, 22, 24, 25, 28 y 29 del apartado 1 de ese art. 149)’ (STC 13/1998, F.J. 8)”.
3.
Expuesto lo cual inicia la sentencia el estudio detallado de los preceptos impugnados.

∗ Artículos 44.1 y 47.1.
“El art. 44 relativo a las competencias dispone:
1.
A los efectos de lo previsto en los arts. 46 y 47 se entenderá como órgano competente para la emisión del informe y de la declaración de impacto ambiental el órgano ambiental de la Comunidad Autónoma”.

“El art. 47. Evaluación individualizada de impacto ambiental, que establece:

1. Con carácter previo a la resolución administrativa que se copete la realización o, en su caso, la autorización de los proyectos contemplados en el apartado B) del Anexo I de esta Ley, éstos se someterán a un procedimiento de evaluación individualizada que culminará con un declaración de impacto ambiental del órgano competente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 y determinará, a los solos efectos ambientales, la conveniencia o no de tal actuación y, en caso afirmativo, fijará las condiciones n que deba realizarse”.
En relación con estos preceptos concluye el Tribunal que “los arts. 44.1 y 47.1 conculcan las competencias del Estado para los supuestos señalados”, puesto que señala “en suma, la declaración de impacto ambiental correspondiente a las obras y actuaciones de competencia estatal debe ser emitida por el órgano estatal competente, previas las actuaciones de colaboración a que hemos hecho referencia”.
∗ Los artículos 47.4, 6 y 8, 48, 52.2 y 53.2 prevén:

“Artículo 47. Evaluación individualizada de impacto ambiental.

4. El plazo máximo para la emisión de la declaración de impacto ambiental será de cuatro meses a contar desde la remisión del estudio de impacto ambiental al órgano competente de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44. Transcurrido dicho plazo sin que existiera pronunciamiento expreso podrá proseguir con el procedimiento.

6. El órgano competente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44, podrá prorrogar, mediante resolución motivada, los plazos para la emisión de la declaración de impacto ambiental a los que se refieren los apartados 4 y 5 del presente artículo.

8. La declaración de impacto ambiental contendrá un plazo para el inicio de la ejecución de los proyectos, transcurrido el cual sin haberse procedido al mismo, por causas imputables a su promotor, aquélla perderá toda su eficacia. No obstante, si existieran causas debidamente justificadas, el órgano competente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44, podrá prorrogar el plazo de inicio de ejecución”.

“Artículo 48. Resolución de discrepancias.
Las discrepancias que pudieran generarse entre los órganos citados en el apartado primero del artículo anterior serán resueltas por el Gobierno de la Comunidad Autónoma o en su caso por la Diputación Foral correspondiente”.

“Artículo 52. Relaciones intercomunitarias y transfronterizas.
2.
En el supuesto de que la ejecución de las actuaciones contempladas en el Anexo I de esta Ley causara efectos transfronterizos sobre el medio ambiente de otro Estado, el órgano ambiental de la Comunidad Autónoma facilitará a las autoridades competentes del territorio afectado el estudio de impacto ambiental que a tal efecto se elabore”.

“Artículo 53. Inspección y control.
c) El órgano competente de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 podrá ordenar la suspensión de la ejecución de los proyectos ya autorizados contemplados en el apartado B) del Anexo I, cuando no hubiera tenido lugar la preceptiva evaluación o se descrubra falseamiento, manipulación u ocultación de datos en el procedimiento de evaluación, así como un incumplimiento o transgresión de las condiciones ambientales contempladas en la declaración”.
Considera la sentencia que “las mencionadas funciones se inscriben en un procedimiento de tramitación de la declaración de impacto, que cuando se refiera a obras y actuaciones de competencia estatal sólo puede ser regulado por el propio Estado, de acuerdo con nuestra doctrina sobre la competencia para regular los procedimientos administrativos especiales”. Y por tanto, declara que “los artículos 47.4, 6 y 8, 48, 52.2 y 53.2 infringen las competencias del Estado, cuando se refieren a obras y actuaciones de su competencia”. 

4.
Por último, en cuanto al alcance de la sentencia aclara la misma que “todos los artículos impugnados, en su aplicación a las actividades relacionadas en el Anexo I B), vulneran las competencias del Estado cuando se trate de obras y actuaciones de su competencia exclusiva, según lo previsto en el art. 149.1 CE”. No obstante, “ninguna tacha de orden competencial puede atribuirse a los preceptos legales recurridos en relación con el Anexo I B), y así lo admite el Abogado del Estado, cuando las actividades en él recogidas se refieran a las numerosas materias en las que la Comunidad Autónoma del País Vasco haya asumido estatutariamente las competencias normativas y de ejecución. De aquí se sigue que la tacha de inconstitucionalidad apreciada no puede determinar en modo alguno la declaración de nulidad, pues existen ámbitos materiales en los que los preceptos recurridos en su relación con el Anexo I B) resultan ajenos a todo reproche de orden competencial, siendo por tanto de concluir que aquéllos no vulneran el orden constitucional de competencias cuando se proyecten únicamente sobre obras y actuaciones de la competencia sustantiva de la Comunidad Autónoma vasca”.

5. Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide:
“Estimar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la Ley del Parlamento Vasco 3/1998, de 27 de febrero, general de protección del medio ambiente del País Vasco y, en consecuencia, declarar que los arts. 44.1, 47.1, 4, 6 y 8, 48, 52.2 y 53.2, en su conexión con el Anexo I B), vulneran las competencias del Estado, y son por tanto inconstitucionales exclusivamente en cuanto se refieren a obras o actuaciones competencia de éste”.

VALORACIÓN COMPETENCIAL:


Esta sentencia merece una valoración competencial negativa, en tanto en cuanto se limita a reproducir la doctrina de la STC 13/1998, en la que se declaró conforme al orden constitucional de competencias que la legislación estatal en materia de evaluación de impacto ambiental confiara dicha evaluación a la propia Administración que realiza o autoriza el proyecto de una obra, instalación o actividad que se encuentra sujeta a su competencia, a tenor del bloque de la constitucionalidad.
De esta manera se vino a admitir que la competencia sustantiva atrajese a la competencia sobre gestión del medio ambiente, con su consecuente vaciamiento competencial del ámbito competencial autonómico y se cerraba la puerta a la posibilidad de que fuera el órgano ambiental de la comunidad autónoma el que emitiera la declaración de impacto ambiental y asumiera también las restantes facultades complementarias y accesorias a dicha declaración en cuanto se refiriese a obras o actividades de competencia estatal radicadas en su ámbito territorial.

En aplicación de aquella doctrina, la sentencia concluye que la declaración de impacto ambiental correspondiente a las obras y actuaciones de competencia estatal debe ser emitida por el órgano estatal competente, previas ciertas actuaciones de colaboración interinstitucional y ello en base a su doctrina sobre la competencia para regular los procedimientos administrativos especiales.
